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a ciencia es el alma de
la prosperidad de las
naciones y la fuente de
vida de todo progreso”.

La frase pertenece al científico
francés Louis Pasteur (1822-
1895), y por eso no se entiende
que el prestigioso instituto que
lleva su nombre, con sede cen-
tral en París, haya decidido abrir
una filial en Montevideo. Uru-
guay no hizo, ni hace, mérito
para ello, y la distinción sólo se
explica en que la ciencia y la po-
lítica no necesariamente tienen
que ver con la justicia. La se-
mana pasada, Guillermo Dig-
hiero, director del Instituto Pas-
teur de Montevideo, se quejó
pública y amargamente porque
Uruguay invierte apenas un
0,2% de su Producto Bruto In-
terno (más bruto que producto)
en investigación, mientras que
hay países desarrollados en los
que esa inversión ronda el 3%.
Dighiero, que volvió del mun-
do exterior para ver si desde el
instituto podía encender una
luz en la cueva, dijo lo que ya
es una obviedad en los países
desarrollados: es imposible salir
adelante sin inversión en cien-
cia y tecnología. No es que los
países ricos puedan invertir en
esa área porque tienen dinero,
sino que tienen dinero porque
invierten en esa área. Una re-
ciente encuesta mostró que 7%
de los uruguayos tiene como te-
ma prioritario el de la seguri-
dad, y 40% el del empleo. Los
uruguayos parecen tener claras
sus prioridades, pero se mues-
tran erráticos en la forma de ac-
ceder a ellas. Mientras que para
conseguir mayor seguridad no
dudan en tomar medidas auda-
ces (como armarse o pagarle a
serenos armados para que, por
fuera de la ley, los cuiden), no pa-
recen tan radicales a la hora de
exigir medidas que mejoren los
puestos de trabajo. En todo el
mundo, la receta de invertir en
investigación resultó incon-
trastable: el empleo aumentó y
mejoró su calidad. Lo terrible es
que para invertir en investiga-
ción primero hay que tomar
conciencia de su importancia,
y eso ni siquiera se atisba en la
oscuridad local. Pobre Dighie-
ro. Si predicara en el desierto
tendría la chance de encontrar
algún beduino, pero aquí, y por
ahora, ni eso. Louis Pasteur tam-
bién dijo en su momento: “Estoy
absolutamente convencido de
que la ciencia y la paz triunfarán
sobre la ignorancia y la guerra”.
¿Será?
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El IRPF y la Constitución

El 8 del mes en curso Búsqueda difundió
en su contratapa declaraciones de Da-
nilo Astori sobre el curso de la reforma
tributaria, en una de las cuales este ar-
ticulista encontró un motivo de perple-

jidad, a la vez que de vivo interés y, eventual-
mente, condicionado a que no haya error en la
interpretación de su parte, de grave preocupa-
ción. La declaración aludida es nada menos que
la que el semanario eligió para titular su entre-
vista al ministro de Economía, a saber: “La refor-

ma tributaria ‘sigue, sea cual sea’ el fallo de la Su-

prema Corte, porque eventual ‘inconstituciona-

lidad’ no la ‘tira abajo’ ” . Aunque la precisión
que sigue pueda ser superflua, vista la gran re-
percusión popular del tema, permítaseme acla-
rar de todos modos que el ministro se refirió al
fallo de la Suprema Corte ante acciones o recur-
sos de inconstitucionalidad del tributo en cues-
tión.

A continuación voy a  reproducir la totalidad
de la declaración del ministro tal como ha sido
recogida por Búsqueda en la nota referida, con
la mayor fidelidad. Dice así: “Astori se refirió

además a que ocurriría si la Suprema Corte de

Justicia (SCJ) declarara ‘inconstitucional’ el im-

puesto a la Renta de las Personas Físicas (IRPF)

a las jubilaciones, por más que evaluó como po-

co  probable esa posibilidad. ‘El sistema tributario

sigue, sea cualquiera el fallo, y sigue cada vez me-

jor’ porque ‘vino para quedarse’ señaló”. Donde
la negrita es la única variación de la cita de Bús-
queda. El lector habrá observado que la decla-
ración se limita a prever que el tributo no será
dejado sin efecto por obediencia a la Suprema
Corte. Es decir, que, en el caso que estima im-
probable, aunque no imposible, sus palabras
equivalen a una intención solemne  de desafiar
la autoridad de la Suprema Corte de Justicia, y
–en tal hipótesis– violar la Constitución.

¿Cuáles son las disposiciones constituciona-
les  que Astori contempla  saltarse a la torera?
El artículo 256 –central entre las normas del
ámbito en que nos hemos introducido– dice así:
“Las leyes podrán ser declaradas inconstitucio-
nales por razón de forma o de contenido...”; y,
como nos detendremos a considerar, con su

consiguiente pérdida de fuerza. Nuestra Cons-
titución original, de 1830, no contenía ninguna
disposición al respecto, ni tampoco su enmien-
da de 1917, pero en los EEUU en 1803  la propia
Corte  asumió esa competencia, argumentando,
conforme al liderazgo de su presidente, John
Marshall, que si el concepto de constitución im-
plica ser la ley fundamental, sería inadmisible
que una ley ordinaria desplazara su poder nor-
mativo en cualquier aspecto. De modo tal que allí
no se trató de ampliar el texto constitucional, si-
no de una solución jurisprudencial, por la cual
los ministros de la Corte hacían explícita una
nueva facultad de su cuerpo, implícita según
su criterio en la Carta, y con general benepláci-
to en aquel país durante ya más de dos siglos. Y
consagrando con ello, para decirlo con las pa-
labras de John M. Zane, el distinguido juriscon-
sulto norteamericano, “el reinado absoluto del
Derecho”, pues, sostuvo, si una ley ordinaria le-
sionase su constitución sin remedio, “la ley su-
prema habría descendido hasta volverse infe-
rior a la ley que la había violado”.

Los uruguayos también sintieron la necesi-
dad de dicho remedio contra las leyes ordinarias,
si bien tarde y mal.  Tarde porque dejaron pasar
más de un siglo en moverse hacia la solución, y
mal porque su remedio es incompleto. Lo que
nuestros compatriotas hicieron en ocasión de la
reforma constitucional de 1934 fue agregar el
texto más arriba transcripto, pero adicionán-
dole después el malhadado artículo 258, que es-
tatuye así: “El fallo de la Suprema Corte de Jus-

ticia se referirá exclusivamente al caso concreto

y sólo tendrá efecto  en los procedimientos en

que se haya pronunciado”. Craso error: todos
los procesos por esta causa son idénticos entre
sí, porque los procesos que tengan por fin el
pronunciamiento de la Corte sobre la constitu-
cionalidad o inconstitucionalidad de una ley, o
parte de ella, son necesariamente iguales. El ac-
tor, por ejemplo, deberá acreditar ser jubilado  y
la Corte acoger su pretensión; por tanto, no in-
teresa si se trata de un solo actor, o de mil, o de
cualquier número de ellos; de un solo proceso
o de cien, y los cien simultáneos o extendidos a
través de un largo lapso. 

Evidentemente, los constituyentes de 1934 se
las arreglaron para hacer que esta clase de liti-
gios insumieran enormes despilfarros de tiem-
po, papel, tinta, energía eléctrica, y paciencia
de los magistrados y curiales. Lo que es todavía
peor, arriesgaron la escisión del orden jurídico
de este país, haciendo que, en idénticas cir-
cunstancias, unos tengan ciertos derechos de
que otros carecen, sólo por no haberse acerca-
do a los estrados judiciales a firmar una de-
manda a la Corte. Nuestros constitucionalistas
de 1934 creyeron que no debían otorgar a los jue-
ces potestades de carácter general, análogas a las
del Legislativo, ignorando la lección magistral del
Chief Justice Marshall, dictada hacía más de 130
años. 

Pero tampoco debe exagerarse el paso en
falso de los constituyentes del 34. Yendo al te-
ma que ahora tenemos delante de nuestras
narices, ocasiones no han de faltarle a todos los
contribuyentes ocasiones múltiples para pre-
parar una demanda, que ha de parecerse a las
demás como una gota de agua a las demás. Y
si se rehusa a firmar por desconfianza, siendo
el destino favorable a la primera oleada de re-
clamantes, los que quedaron atrás al principio
podrán ocupar la vanguardia en segundo lugar,
y así sucesivamente. El verdadero problema,
que me lleva a solicitar la atención de los lec-
tores no es ése, ni tampoco prever hacia qué
lado se inclinará la Corte. Tradicionalmente,
ella ha sido refractaria a fallar contra el Eje-
cutivo, lo que suministra fundamentos al op-
timismo de Astori sobre el resultado del pro-
ceso. Pero el ministro admite que un resultado
adverso para el gobierno es posible. Y nadie que
tenga conciencia de la tremenda injusticia que
sufren los pasivos por culpa del Estado, y por
ello están pagando ya implícitamente el más
injusto de los impuestos, con lo cual nadie
puede sostener que la causa de los rebeldes
carece de toda posibilidad de éxito. Ahora bien,
si lo que nos atrae es el enigma, eso hay que
encontrarlo en las declaraciones del ministro,
en punto a que el IRPF será recaudado aun
con una sentencia adversa de la Corte. Al res-
pecto el misterio me parece impenetrable. 
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